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PROLOGO

La fina percepción que en tan alto grado posee el profesor José Araujo
Juárez, le ha llevado a ocuparse de una nueva especie jurídica apa­
recida en las postrimerías del siglo anterior: el procedimiento admi­
nistrativo, que viene a ampliar el ámbito del Derecho Formal. Su razón
de ser dimana de un postulado conforme al cual todas las funciones del
Estado se "procedimentalizan”, es decir, sé desenvuelven con sujeción
a un procedimiento. En suma, el procedimiento constituye la forma de
la función.

Es así que la función judicial se manifiesta a lo largo del pro­
ceso. De igual manera todas las Constituciones señalan los actos que
habrán de concurrir sucesivamente para elaborar una ley. En cambio,
durante mucho tiempo se advertía que también a la función adminis­
trativa le correspondía un procedimiento.

La idea de un procedimiento generador del acto administrativo,
surge inicialmente en Austria, proyectada, primero en el plano de la
doctrina y después en el plano de la legislación. Austria, por la concu­
rrencia de un conjunto de circunstancias históricas, se había conver­
tido en la avanzada europea de la ciencia de la Administración. Pro­
vista de un Tribunal Administrativo, pronto comienza a sistematizar los
principios extraídos de su jurisprudencia. Es con esta aportación que
un prominente jurista, Franz Tezner, publica en 1879 una obra en cuyo
título se utiliza por vez primera el nombre de procedimiento admi­
nistrativo: el "Handbuch des ósterreichischen Administrativverfahren"
(Manual de Procedimiento Administrativo Austríaco).

Seguidamente la doctrina se convierte en legislación. Así el año
1905 se constituye la primera Comisión encargada de preparar una
Ley de Procedimiento Administrativo, lo que se hizo en el ambiente
creado por la famosa escuela vienesa a cuya cabeza se encon­
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traba, junto con Hans Kelsen, un administrativista innovador, Adolf
Merkl.*

Parte Primera: Disposiciones Generales
I. Autoridades, o sea el sujeto de la potestad y su competencia.

II. Interesados y sus representantes. Interesados, partes,
capacidad de derecho y de acción.

IIP. Relaciones entre autoridad e interesados. Demanda y
actuaciones derivadas.

IV. Notificaciones. Especies y manera de practicarlas.
V. Términos.

VI. Penas por la tutela del orden y por la represión de
actos maliciosos.

Parte Segunda: Procedimiento de Instrucción
I. Finalidades y alcance del procedimiento.

II. De las pruebas.
III. Emisión del acto administrativo. Contenido y forma.

Parte Tercera: Tutela del derecho
I. Apelación.

II. Reforma del acto administrativo. Modificaciones, anulación
de oficio y revisión.

III. Deber de decisión.

Parte Cuarta: Expensas producidas
Parte Quinta: Disposiciones finales

Dicha Ley constaba de las partes que se señalan a continuación. [Nota del Editor]
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La referida Ley General de Procedimiento Administrativo se com­
pleta, con la Ley sobre el Procedimiento Administrativo Penal, la Ley
sobre el Procedimiento Administrativo de Ejecución y la Ley de Intro­
ducción del Procedimiento Administrativo, referida a la aplicación de
todas ellas.

Adolf Merkl, que publica en 1927 su "Allgemeine Verwaltungsrecht"
(Derecho Administrativo General), incluye un capítulo dedicado al pro­
cedimiento administrativo. Es éste por tanto el mejor comentario que
pudiera hacerse a la Ley austríaca. He aquí un resumen de sus apre­
ciaciones: "Toda Administración es procedimiento administrativo y los
actos administrativos se nos presentan como meros productos del pro­
cedimiento administrativo... la teoría tradicional consideraba el pro­
ceso, en tanto que procedimiento judicial, propiedad de la justicia o sea
del orden judicial, pero a la larga no fue posible desconocer que, junto
al procedimiento judicial, existe el procedimiento administrativo, co­
mo en la vía legislativa existe un procedimiento legislativo... el Dere­
cho Administrativo ha sometido a su regulación con mayor antelación,
los fines o metas que los caminos de la administración, y en la actua­
lidad nos encontramos con grandes dominios de la Administración en
los cuales el objeto se ha regulado jurídicamente pero no así la forma
de la administración... Con la regulación jurídica de la vía que lleva a
las metas administrativas se ha originado la oposición entre Derecho
Administrativo formal y Derecho Administrativo material, al igual de
lo que ocurre con el Derecho Civil y el Derecho Penal".

Las cuatro Leyes austríacas de procedimiento administrativo fue­
ron inmediatamente adoptadas, con algunas variantes, por los Estados
socialistas de Checoslovaquia, Polonia, Yugoeslavia y Hungría. Un
caso típico de recepción.

Conocida la novedad, los distintos países de Europa Continental
concentran su atención en el procedimiento administrativo como de­
muestra su intensa actividad legislativa. He aquí algunas de sus más
relevantes manifestaciones.

La Confederación Suiza promulgó el 20 de diciembre de 1968 la
"Ley Federal de Procedimientos Administrativos" que comprende tan­
to el procedimiento administrativo propiamente dicho como el proce­
dimiento contencioso-administrativo, que en puridad habría de deno­
minarse proceso.
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La República Federal de Alemania había preparado desde 1960,
un proyecto de Ley de Procedimiento Administrativo, con el concurso
de los prestigiosos especialistas profesores, Bachof, Ule y Froechler. Se
tuvieron en cuenta diversos antecedentes y una abundante bibliogra­
fía, siendo las soluciones adoptadas el resultado de un cuidadoso ra­
zonamiento. Finalmente se promulga la Ley, con fecha 24 de mayo de
1976, caracterizada por su minuciosidad y tecnicismo. Consta de ocho
partes que contienen un total de 103 artículos. La Ley adopta el prin­
cipio inquisitivo, destacándose de ella los siguientes puntos:

a. En el sentido de la Ley se considera procedimiento adminis­
trativo, “la actividad administrativa de las autoridades con eficacia ex­
terna, que se dirige al examen de los presupuestos, preparación y emi­
sión de un acto administrativo o a la conclusión de un convenio jurí­
dico público” (& 9).

b. El acto administrativo se define en estos términos: “toda dispo­
sición (Verfügung), resolución (Entscheidung) o cualquiera otra me­
dida soberana que adopte la Administración para regular un caso con­
creto en el campo del Derecho Público, y que provoca efectos jurí­
dicos externos inmediatos. Disposición general no reglamentaria
(Allgemeinverfügung) es un acto administrativo que se dirige a un
círculo determinado, según ciertos criterios generales” (& 35).

c. La nulidad del acto administrativo es objeto de una detallada
calificación (& 34, 36 y 37).

d. La revocación de los actos jurídicos públicamente correctos
está determinada por causales precisas (& 38).

e. Existe un procedimiento especial para la aprobación de planes
(& 58 a 63).

f. La ejecución de los actos administrativos es regulada aparte
por la Ley del 27 de agosto de 1953.

Leyes y Proyectos de la Ley de Procedimiento Administrativo se
multiplican. Italia elaboró después de cuidadosos estudios, unas "Normas
generales sobre la acción administrativa" que presentaron a la Cámara
de Diputados los ilustres administrativistas, Lucifredi, Resta y Codacci-
Pisanelli, entonces Diputados, sin que la propuesta llegara a ser defini­
tivamente aprobada. Existen también proyectos de Ley en Bélgica,
Holanda, Suecia, Noruega y Dinamarca.
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El caso de Francia es una excepción; allí el predominio de la
jurisdicción contencioso-administrativa ha hecho que ésta absorba el
procedimiento administrativo, exigiendo que la formación del acto ad­
ministrativo, cuando falten las reglas legales, tenga lugar conforme a
los Principios Generales del Derecho.

Queda en último lugar, pese a su prioridad en el tiempo, el pro­
cedimiento administrativo español, que tiene un distinto proceso histórico.

En España, a principios del siglo pasado, se implanta el tipo de
Estado de régimen administrativo, del cual se ha dicho que "es el monu­
mento jurídico de la Revolución Francesa". Se explica así que el pen­
samiento administrativo estuviera dominado por las traducciones que
se hicieran de Cormenin, Macarel, Bourbon-Leblac... Pero en el segundo
tercio del siglo afloran concepciones originales en las obras de Francisco
Javier de Burgos, Alejandro Olivan, José Posada Herrera, Francisco
Agustín Silvela... etc., quienes combinan los conocimientos de lo que
era en su época la ciencia de la Administración, con lo normativo del
Derecho Administrativo, cuya separación metodológica se opera más
tarde, con Colmeiro y Ortiz de Zúñiga.

Francisco Javier de Burgos concibe una nueva actividad, denomi­
nada de fomento, que amplía el perímetro de la administración, tan
reducido en los comienzos del siglo XIX. El mismo Francisco Javier de
Burgos, también destacado gobernante, lleva a la práctica su con­
cepción haciendo que se cree el Ministerio de Fomento del cual fue su
primer titular, con el cometido de promover y estimular la actuación
que correspondía al dominio económico y social. El Ministerio de Fo­
mento llegó a ser un verdadero ministerio matriz del que se fueron
desprendiendo por sucesivos desdoblamientos, los Ministerios de Obras
Públicas, Instrucción Pública, actualmente de Educación Nacional, Agri­
cultura, Industria, Comercio, Trabajo, Información y Turismo, y Vi­
vienda.

Alejandro Olivan, publica en 1843 un estudio conciso, claro y
penetrante, titulado "De la Administración Pública con relación a Es­
paña", escrito cuando se trataba de reconstruir con nuevas ideas las
estructuras del Estado español, maltrecho por la guerra de la Inde­
pendencia. "La buena administración —afirma Olivan—, ha de ser vigo­
rosa, activa y justa... ella se ensancha y ennoblece a medida que se
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reconoce la utilidad de su acción... siendo el instrumento eficaz para
una verdadera elevación de la vida social". Así queda superado el
liberalismo monocorde entonces dominante, haciendo que la adminis­
tración del Estado se conjugue con la administración de la Sociedad,
en el orden económico, de la salud, del bienestar y la cultura, es decir,
el fomento. Con ello tanto Francisco Javier de Burgos como Olivan
apuntan a lo que más tarde, alrededor de 1851, Lorenzo von Stein
considera que constituye la relación dialéctica Estado-Sociedad.

La originalidad se acentúa en los años sucesivos, tanto en el cam­
po doctrinal como en las realizaciones legislativas. Prueba de ello se
encuentra en la Ley de Bases del 19 de octubre de 1889 que instaura
por vez primera un sistema de procedimiento administrativo. El texto
fue redactado por Don Gumersindo de Azcárate, sabio profesor de
Legislación Comparada en la Universidad Central de Madrid, presen­
tado por él mismo al Congreso como proyecto de ley cuando era Diputado.

Las dieciocho Bases contienen los principios de la tramitación:
admisión de solicitudes, exposiciones, instancias y otros documentos;
formación del expediente; plazos indicados de las actuaciones, con
límite máximo; audiencia de los interesados para alegaciones; reso­
lución fundamentada; notificación que ha de contener el texto íntegro
de las decisiones, indicándose los recursos que en su caso proceden y
el término para interponerlos; responsabilidades administrativas y cri­
minales.

Estas Bases se desarrollaron en los Reglamentos correspondien­
tes a cada Ministerio, "considerando que la Administración Pública no
puede sujetar todos los actos a un mismo procedimiento, porque si ha
de existir una íntima relación entre el procedimiento y su materia, la
diversidad de materias y de fines administrativos exige así mismo un
procedimiento adecuado a las mismas". Semejante razonamiento no
pudo mantenerse por cuanto la formación del acto administrativo, o
sea el procedimiento mediante el cual se le da forma, corresponde
únicamente al Derecho formal. Es por ello que se pensó unificar el
procedimiento administrativo en un texto legal único, lo cual sucede
con la Ley de Procedimiento Administrativo del 17 de julio de 1958.
Esta fue concebida en el clima creado por nuevas generaciones de
procesalistas, entre los que se encuentran Niceto Alcalá-Zamora y Castillo,
Jaime Guasp, Santiago Sentis Melero y de administrativistas como
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Laureano López Rodó, Eduardo García de Enterría, Femando Garrido
Falla y Jesús González Pérez.

Ha sido pues un acierto que al redactarse en Venezuela la Ley de
Procedimientos Administrativos, publicada el le de julio de 1981, se
acudiera al modelo español. Ha sido en cambio un desacierto la inex­
plicable eliminación de alguna de las partes sustanciales, a continua­
ción indicadas:

a. El procedimiento para decisiones y acuerdos de los órganos
colegiados (Ley española, artículos 9 al 15).

b. El procedimiento para la elaboración de disposiciones de ca­
rácter general, al que denomina Giannini procedimiento preceptivo (Ley
española, artículos .133 al 137).

c. El procedimiento sancionador (Ley española, artículos 100 al
108).

d. La creación de Oficinas de iniciativas o reclamaciones (Ley
española, artículo 34, desarrollado en la Orden 5 de enero de 1959 y
Decreto del 28 de enero de 1961).

Esta mutilación de lo que constituye la unidad sistemática del
texto original, se encuentra agravada por la errónea definición del
acto administrativo que figura en el artículo 7, y en general por el
poco acierto eñ la utilización del lenguaje jurídico.

*
***

El análisis del procedimiento administrativo lo ha llevado a cabo
principalmente la doctrina italiana, partiendo de las distintas com­
binaciones entre actos administrativos. Ahora bien, la combinación puede
presentar una complementariedad, que tiene lugar cuando el efecto
jurídico a producir no dimana de cada uno de los actos sino del con­
curso de todos ellos. Así sucede con el acto complejo y con el acto-
procedimiento, cada uno de los cuales tiene una distinta estructura:

1. El acto complejo resulta de la concurrencia de dos o más figuras
subjetivas —órganos o entes— que, con voluntades independientes, pro­
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mueven la obtención de un mismo resultado. Entonces las figuras subje­
tivas, autoras del acto, aparecen como una parte única en las relacio­
nes que surjan frente a terceros. El caso más frecuente lo constituye el
refrendo ministerial de los actos del Presidente de la República
(Constitución de Venezuela, artículo 190, último inciso).

Los actos colegiales suelen considerarse, aun cuando no pací­
ficamente, una sub-especie de los actos complejos.

Existen actos complejos iguales y actos complejos desiguales, te­
niendo en cuenta la superioridad o inferioridad de los participantes
según su jerarquía administrativa. Entonces se supone que en caso de
igualdad entre los órganos o entes, se produce una fusión de volunta­
des, en tanto que en el caso de desigualdad se produce una integra­
ción.

2. Una segunda combinación de actos administrativos se encuen­
tra en el procedimiento, secuencia de actos con una característica pro­
pia, denominados actos procedimentales. "Existe un procedimiento admi­
nistrativo —advertía Cammeo— cuando la producción de un efecto jurí­
dico resulta del concurso de varios actos cuya sucesión regula la norma".

La primera condición de existencia del procedimiento adminis­
trativo, como de todo acto administrativo, es la norma de la cual de­
rivan, la función, la potestady la competencia. El profesor Feliciano Benvenuti
acentúa la presencia de la función en el procedimiento administrativo.
"Objetivamente —afirma— la función es la concretización del poder
que se ejercita para producir el acto... El acto es la actualización del
poder y por tanto de la función... el procedimiento administrativo es
una manifestación de la función, así como la función es la manifes­
tación del poder".

El procedimiento administrativo consiste en una secuencia o una
sucesión de actos coligados tendientes todos ellos a la realización del
mismo fin.

El procedimiento administrativo está compuesto por actos ins­
trumentales, ordenados en tal manera que determinan el acto deci­
sorio o principal. Los actos instrumentales —expresa Giannini— difieren
por su estructura del acto decisorio y "tienen el valor de presupuestos,
o de hechos de legitimación o de hechos de eficacia".
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Figuran también en el procedimiento administrativo actos de los
particulares que únicamente producen efectos procedimentales, sin que
de manera alguna puedan adquirir la calidad del negocio jurídico. "Se trata
—añade Giannini— de actos neutros, como las notificaciones, invita­
ciones o intimaciones; actos de voluntad, o sea los de iniciativa; manifes­
taciones de ciencia, conocimiento, juicios, opinión, etc; actos de cumpli­
miento, de obligaciones o de carga como exhibición de documentos;
actos de tramitación, como instancias, oposiciones y otros similares".

La doctrina y algunos textos legales reagrupan los actos del proce­
dimiento en distintas fases que resultan —señala Giannini— "momentos
jurídicamente definidos de la progresión lógico-temporal del proceso".
Son ellas: 1) La fase de iniciativa (de introducción, de apertura o
preparatoria). 2) De instrucción. 3) De decisión (o constitutiva) en la
cual se dicta el acto decisorio, en cuanto al acto productor de efectos
jurídicos definibles. 4) Fase de integración (o sea la fase final o inte-
grativa de eficacia o de control).

La concepción científica del procedimiento administrativo tiene
sin duda su expresión más elaborada en la doctrina italiana. Comenzó,
a principios del siglo con Federico Cammeo, siguiendo con Ugo Ford, Giovanni
Miele, Feliciano Benvenuti, Aldo M. Sandulli, Pietro Gasparri, y sobre
todo Máximo Severo Giannini, con quien la doctrina del procedimiento
administrativo alcanza una absoluta perfección.

Con Giannini el procedimiento administrativo adquiere una im­
portancia que antes no había tenido. En efecto, hasta entonces, los
actos administrativos se clasificaban según módulos más o menos con­
vencionales, en tanto que ahora los actos administrativos se clasifican
en correlación con el procedimiento que los ha configurado. Es éste, el
procedimiento autorizatorio, el procedimiento concesorio, el procedi­
miento ablatorio, el procedimiento preceptivo, el procedimiento orga-
nizatorio, el procedimiento sancionatorio y el procedimiento ejecutivo.

*
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La lectura de los “Principios Generales del Derecho Administra­
tivo Formal" del profesor José Araujo Juárez, ahora publicados, ha sido
el estímulo de las consideraciones contenidas en el Prólogo que ha
tenido la gentileza de pedirme. Es éste, como corresponde a su eti­
mología —antes del discurso—, una introducción en consonancia con
la obra y así mismo una invitación a conocerla, hecha por quien ha
apreciado sus bondades.

El título ya es una novedad. Prescindiendo de las rotulaciones
corrientes, proclama que el procedimiento administrativo es Derecho
Administrativo Formal, conforme al descubrimiento de Adolf Merkl.

Si los adjetivos expresaran suficientemente los conceptos, podría
decirse que la obra del profesor Araujo Juárez es densa, en el sentido
de contener apretadamente lo necesario; minuciosa por el detalle; pre­
cisa por la exactitud, y respetuosa con la opinión ajena; todo ello
ordenado y expuesto con el acierto que proporciona un buen criterio.

La nueva obra viene así a enriquecer la bibliografía jurídica ve­
nezolana que ya es tan estimable.

ANTONIO MOLES CAUBET
Profesor honorario de la

Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la
Universidad Central de Venezuela

Caracas, marzo de 1989.


